[image: image1.jpg]



Exp. 208/2024/2

15 

[image: image2.jpg]



Exp. 208/2024/2

TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 208/2024/2
SENTENCIA DEFINITIVA

PARTE ACTORA: 
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADA:
LIC. MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ. 
SECRETARIA PROYECTISTA:
LIC. GEORGINA JUAREZ MARTINEZ
San Luis Potosí, San Luis Potosí,  cinco de julio de dos mil veinticuatro.
V I S T O.- Para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 208/2024/2; y,
R E S U L T A N D O

I.- Tramite del Juicio. Por escrito recibido el quince de febrero del dos mil veinticuatro, compareció, por derecho propio,********** a demandar al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la Nulidad de las infracciones a disposiciones fiscales contenidas en el folio de requerimiento número 21/22 0000000650, crédito fiscal número 167939, por una suma total de $37,344.00 (treinta y siete mil trescientos cuarenta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional); demanda que fue admitida el quince de febrero del dos mil veinticuatro, dando el tramite respectivo se emplazó a la autoridad, quien formuló su contestación y le fue admitida el cuatro de abril del año en curso, proveído en el que además esta Sala se pronunció respecto de la admisión de las pruebas ofrecidas por las partes y se otorgó término a la parte actora para ampliar la demanda. 

Posteriormente mediante ocurso presentado el veinticinco de abril del año en que transcurre,  la accionante amplio su demanda, con lo que se corrió traslado a la autoridad demandada para que diera contestación a la misma; lo que aconteció a través del oficio SF/PF/719/2024 ingresado ante este órgano jurisdiccional el veintiuno de mayo del año antes referido; y en consecuencia por proveído de veintidós de mayo de los corrientes, se recibieron pruebas en relación a la ampliación de demanda y se señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia final del juicio.  

II.- Audiencia. Siendo las ONCE HORAS DEL CATORCE DE JUNIO DE DOS MIL VEINTICUATRO, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes; en la que se dio cuenta con las constancias del sumario, entre ellas, el escrito de demanda y el de ampliación, así como con los de contestación; en período de pruebas, se desahogaron las admitidas a las partes, y se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes por desahogar; en seguida, en período de alegatos se dio cuenta de que las partes no formularon alegatos; y así, debidamente integrado el expediente en que se actúa, se citó para resolver el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Existencia del acto. El acto materia de impugnación lo constituye oficio identificado con el crédito fiscal 167939, el cual quedó acreditado plenamente con la documental publica exhibida por la autoridad demandada junto con su contestación de demanda y que es visibles en autos del presente juicio a fojas 40 a la 97; a la que se le da valor probatorio pleno acorde con lo dispuesto en  que artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí. 

En este momento cabe precisar que la Litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal 167939 derivado del requerimiento de pago 21/22 0000000650.
TERCERO.- Oportunidad. La demanda de nulidad fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	13 de Diciembre de 2023
	20 de Diciembre del año 2023
	3 de enero del año 2024
	4 de enero al  15 de febrero de 2024

	15 de febrero de 2024


CUARTO.- Legitimación.  De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a personalidad e interés jurídico de **********, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal, lo que además se desprende del acto controvertido dirigido a su persona; y por lo que respecta a la autoridad demandada, el Doctor **********, acredito su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y representación de la Dirección General de Recaudación y Política Fiscal, con la copia certificada, que exhibió, de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo de fecha primero de febrero del dos mil veintidós, ello acorde con lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual obra agregado en autos del presente juicio; que adquieren valor probatorio pleno, en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia y sobreseimiento. Una vez realizado el estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento que debe realizar esta Segunda Sala Unitaria, de acuerdo con lo establecido en los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a Juicio de la Suscrita Magistrada no se advierte que en la especie se actualice alguna de esas causales, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la actora.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 7 a la 32; y de la 132 a la 139, del presente sumario, los que por economía procesal no se transcriben, resultando aplicable al efecto, por analogía, el contenido  de la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio y Determinación Final. El estudio de los conceptos de impugnación que realiza esta Segunda Sala Unitaria, es atendiendo al principio de mayor beneficio, dispuesto en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 
 de los que se desprende que en el primero de sus conceptos de impugnación, esgrimido en la demanda inicial, es el que genera un mayor beneficio en relación con de las pretensiones del acciónate; sobre este tema en particular, cobra relevancia por analogía, lo considerado por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la tesis: III.6o.A.10 A (10a.) de la décima época de la Décima Época, cuyo rubro refiere “CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. MÉTODO PARA DETERMINAR LA PREEMINENCIA DE SU ESTUDIO EN RELACIÓN CON EL MAYOR BENEFICIO JURÍDICO QUE PUEDAN PRODUCIR AL ACTOR, PARA CUMPLIR CON EL DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A UNA JUSTICIA COMPLETA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).” 

Bajo este orden de ideas, en el referido concepto de impugnación –segundo-  la accionante medularmente argumentó, que la autoridad demandada al emitir el acto impugnado, violenta en su perjuicio lo establecido por los artículos  14 y 16 Constitucionales, pues no da cabal cumplimiento a la debida fundamentación y motivación, aduciendo además, en ese concepto, que la autoridad desatiende el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por lo que se colige que las multas se impusieron en contravención al referido principio. Además se duele “ (..)  La resolución que se impugna es ilegal toda vez que la misma no reúne los requisitos de fundamentación y motivación contenidos en la Carta Magna, que establecen que en cada acto que emita la autoridad deberá ser precedido de fundamentos legales que sustenten su actuar, señalándose con ello, la obligación a la fundamentación y motivación.

La fundamentación exigida en las determinaciones adoptadas por las autoridades, consiste en que el contenido o materia de éstas, debe estar basado y apoyado en disposiciones legales específicas, con las cuales las autoridades justifiquen plena y legalmente su proveído, o sea, haciendo ver que su arbitrio no es ilegal.

De lo anterior se desprende que el requisito constitucional de legal fundamentación estriba, no solo en la invocación legal de un código o de un cuerpo de disposiciones legales, pues de ser así, bastaría que los mandamientos de cualquier índole se fundaran solamente en decir que con fundamento en tal o cual ley, lo que evidentemente dejaría al particular en igual desamparo si esa garantía de fundamentación no existiera, así como expuesto a los desmanes de la potestad pública, al no sujetarse esta al cauce institucional de dicha garantía.

Así, la resolución de referencia carece de congruencia, motivación y

fundamentación, toda vez que resulta ser inexistente el incumplimiento de obligaciones que se le atañe a esta parte actora por parte de la autoridad demandada, pues alude la omisión de declaración de pago mensual del impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente los meses de febrero 2020, junio 2020, julio 2020, septiembre 2020, octubre 2020, noviembre 2020, diciembre 2020, enero

2021, febrero 2021, marzo 2021, abril 2021, junio 2021, julio 2021, agosto 2021, septiembre 2021, octubre 2021, noviembre 2021, diciembre 2021, enero 2022, febrero 2022, marzo 2022, abril 2022 y mayo 2022, lo cual se niega, en virtud de que las correspondientes declaraciones fueron presentadas voluntariamente los días 01 de agosto de 2022, 02 de agosto de 2022 y 18 de abril de 2023, haciendo la aclaración de que se realizaron sin que mediara requerimiento, notificación o acción de diversa índole, por parte de la Autoridad, actualizándose en el caso concreto lo establecido en el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

En el mismo orden de ideas, a fin de acreditar la presentación de las declaraciones de pago referidas se ofrecen las hojas de ayuda correspondientes a las declaraciones de pago del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal emitidas por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí en las cuales se aprecia nombre, Registro Federal de Contribuyentes, registro patronal,  el periodo de pago,  el impuesto determinado y el impuesto neto a cargo y los pagos correspondientes mismos que se adjuntan a la presente demanda. (..)”.
Por su parte, la autoridad demandada al momento de formular su contestación, defendió la legalidad del acto impugnado, manifestando que el mismo se encontraba debidamente fundado y motivado, expresando las razones por las cuales considera ineficaces los conceptos de la accionante.  

En sentido, a juicio de la suscrita Magistrada, el concepto de impugnación que hace valer el demandante, es sustancialmente fundado y suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación. 

Es necesario precisar, que es obligación de todas las autoridades fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, la autoridad, debe señalar tales exigencias, que tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario de este pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. 

En este orden de ideas, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite; y la de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Por lo que en el caso concreto, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, la autoridad se encontraba obligada a fundar y motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, acorde al supuesto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente prevista en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, respecto de lo cual cobra relevancia el criterio contenido en la tesis de Jurisprudencia P./J. 100/2006 del Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia que en su rubro y contenido dispone.

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón. (Registro: 174326)

Bien, en el acto combatido, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que se sustenta –funda- la infracción, el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, que cita:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;..."

Del precepto legal que establece las conductas sancionables, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones:

· No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago a que estén obligados,

· Presentar extemporáneamente, las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago, y;

· Presentar incompletos o con errores las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago. 

Ahora bien, del acto impugnado se desprende que la autoridad demandada manifiesta como motivación para la determinación de cada una de las sanciones, la siguiente:

"la autoridad le da a conocer el procedimiento utilizado para la imposición de las multas anteriormente señaladas, de comprender el origen de las multas establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, se desglosan los artículos relacionados:

ARTÍCULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes:

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las obligaciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;

 ARTÍCULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

fracciónes I y II.

I. Multa de quince a cuarenta y cinco veces el valor diario de la Unidad de Medida Y Actualización, por cada obligación omitida a las previstas

ARTÍCULO 144.- Las multas establecidas en este Capítulo están expresadas en función del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, vigente en el momento se determina la misma, o en porcentajes, señalándose un mínimo y un máximo en cada caso, a efecto de que la autoridad tome en consideración los siguientes aspectos al to de imponer una sanción. (REFORMADO, Periódico Oficial 31 DE DICIEMBRE DE 2017).

unidad de Medida y Actualización Vigente para 2023 publicada en el Diario Oficial de la Federación el 09 de enero 2023: es por la cantidad de $103.74 pesos mexicanos.

a) Multa mínima artículo 154 fracción I

b) Multiplicado por el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente

15 Unidades de Medida y Actualización vigente

c) Resultado

X $103.74

$1,556.01

multa mínima establecida en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado Vigente asciende a la cantidad de $1,556.01 (Mil quinientos cincuenta y seis pesos 01/100

por cada mes sancionado., …..”

De lo trasunto se desprende que las multas determinadas son por no presentar la declaración y formulario de pago a que se encontraba obligada la parte actora de conformidad con el artículo 24 
 de la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual, supuestamente, fue solicitada mediante requerimiento de autoridad. 

Sin embargo, del acto controvertido es patente que la autoridad demandada no precisó las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas, que la llevan a considerar que el contribuyente se encuentra en los supuestos de la conducta antijurídica que le atribuye, es decir, no motiva las multas impuestas al actor, -el débito fiscal- a fin de encuadrar su conducta en el supuesto del artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado. 

Es decir, que en el caso concreto, la demandada a fin de dar certeza jurídica al acto controvertido debió precisar las razones del momento en que se causó el impuesto cuya omisión de declarar se atribuye al accionante; así como, de ser el caso, las circunstancias por las que la enjuiciada arribo a la conclusión de que la impetrante no realizó el pago relativo a la acusación de impuesto, a través del formato que para esos efectos expidió la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; es decir, de manera tal que se traduzca en la expresión de las razones por las cuales, la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder, se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, -articulo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado- y se pudiese considerar que coexisten, de facto, las conductas atribuidas y las disposiciones legales en que sustenta la omisión la demandada; lo que a Juicio de la Suscrita Magistrada resulta irrestricto a fin de cumplir con el principio de tipicidad y debida fundamentación y motivación.  

En relatadas consideraciones, es inconcuso que el crédito fiscal determinado al actor, por la infracción establecida en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, no cumple con los requisitos de debida de fundamentación y motivación, establecidos en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el diverso 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado. 

Al efecto, cobran relevancia, en relación con lo anterior, en su parte conducente, la tesis de Jurisprudencia I.6o.C. J/52 (Registro digital: 173565) y Tesis aisladas VI.2º. J/248 y VIII.1o.24 A (Registro digital: 194405), de rubro y contenido:  

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. 
MULTAS FISCALES. REQUISITOS QUE DEBEN CONTENER PARA SU DEBIDA MOTIVACIÓN. La única forma de evitar que las sanciones puedan ser irrazonables, desproporcionadas y, por tanto, excesivas e inconstitucionales, es necesario que se tomen en cuenta los siguientes requisitos: a) La gravedad de la infracción cometida, b) El monto del negocio, y c) La capacidad económica del particular. Lo anterior significa que una multa fiscal por más leve que se considere, debe contener las razones y motivos que la justifiquen, para que de esta manera no se deje en estado de indefensión e incertidumbre jurídica al particular y quede fehacientemente acreditado por la autoridad que la multa decretada no es excesiva, pues tal obligación deviene directa y taxativamente del artículo 22 constitucional; mismo que en relación con el artículo 16 de nuestra Carta Fundamental, en el que se exige que todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado sin excepción alguna, conduce a establecer que todo acto de autoridad que incida en la esfera jurídica del gobernado, debe contener las reglas adecuadas para que las autoridades impositoras tengan la posibilidad de fijar su monto o cuantía, tomando en cuenta como se dispuso con antelación la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia de éste en la conducta que la motiva y en fin, todas aquellas circunstancias que tiendan a individualizar dicha sanción; de ahí que al no existir esos requisitos, obvio es que la imposición aun de la infracción mínima, sin estar debidamente fundada y motivada, resulta violatoria de sus garantías individuales.
Con base en lo expuesto con antelación, al actualizarse la causal de ilegalidad prevista en el numeral 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí, esta Segunda Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución determinante del crédito fiscal identificado con el número 167939, de fecha trece de diciembre de dos mil veintitrés, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, por la cantidad total de $ 37,344.00 (treinta y siete mil trescientos cuarenta y cuatro pesos 00/100 M.N.), dirigido a la parte actora; y por consecuencia su NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno; conforme a las razones expuestas en la presente sentencia. 
Sirve de apoyo a la anterior determinación, por analogía y en su parte conducente, el criterio adoptado por la Segunda Sala el Alto Tribunal del País, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 149/2005, localizable bajo el registro digital: 176522 del Semanario Judicial de la Federación, que señala: 

MULTAS FISCALES QUE NO CUMPLEN CON LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBE ATENDERSE A LA GÉNESIS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y DECRETAR LA NULIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, Y ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, POR DERIVAR AQUÉLLAS DEL EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES. Tratándose de multas fiscales impuestas por las autoridades administrativas al descubrir la infracción de disposiciones fiscales con motivo del ejercicio de facultades de comprobación, declaradas ilegales por la Sala Fiscal por no reunir los requisitos formales a que se refiere el artículo 38, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, de conformidad con la fracción II del artículo 238 del propio ordenamiento, la nulidad que debe decretarse al efecto debe atender a la génesis de la resolución impugnada y, en su caso, declarar la prevista en la fracción III, y párrafo final, del artículo 239 del mismo ordenamiento, toda vez que el acto administrativo sancionador que incumple con las exigencias formales aludidas es la culminación de facultades discrecionales ejercidas por las autoridades fiscales, de manera que en esta clase de asuntos el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no puede obligar a las autoridades a que dicten una nueva resolución ante la discrecionalidad que la ley les otorga para decidir si deben obrar o abstenerse, pues además de que no es dable a dicho Tribunal sustituir a las demandadas en la apreciación de las circunstancias y en la oportunidad para actuar que les otorgan las leyes, ello podría perjudicar al administrado en vez de beneficiarlo; pero tampoco puede válidamente impedirse que la autoridad administrativa pronuncie nueva resolución, porque con tal efecto le estaría coartando su poder de elección. De ahí que cuando el acto discrecional sólo es censurado por falta de fundamentación y motivación no se viola, en perjuicio del particular, el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cuando se declara nulo el acto impugnado en términos del artículo 239, fracción III, y último párrafo, del Código Tributario Federal, ya que la norma resuelve el problema en su justa dimensión, en virtud de que el control que en la vía jurisdiccional ejerce el Tribunal indicado protege plenamente al particular del acto concreto, sobre todo si se tiene en cuenta que merced al vicio formal detectado, cuando se dicta la sentencia de nulidad en términos de la fracción II del mencionado artículo 238, no queda dirimido el problema de fondo de la multa impuesta, pues aún no se ha determinado si se realizó o no la conducta infractora del contribuyente, ni se conoce si va a existir una nueva resolución en perjuicio del revisado o visitado.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y la demandada quedará obligada a otorgar o restituir a la actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se la autoridad demandada, Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, deberá realizar las gestiones necesarias a fin de que se devuelva al actor el monto que cubrió por concepto del crédito fiscal 167939, según recibo con numero de Folio 26-63016528 de fecha de impresión once de enero de dos mil veinticuatro, según obra a fojas (49), el cual fue declarado ilegal. Las devoluciones de las cantidades indebidamente pagadas deben realizarse con sus respectivos intereses y actualizaciones conforme a lo previsto en el previsto en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I, III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

PRIMERO. - Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO. - La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL, de acuerdo con los razonamientos precisados en la presente sentencia.

TERCERO. - Notifíquese personalmente.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. 
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� “ARTÍCULO 252 (…) Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� Contenido de Tesis.- El artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé los principios de congruencia y exhaustividad de las sentencias, al señalar que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia, entre otras, de manera completa. Por su parte, los artículos 72 y 76 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco establecen el estudio preponderante de los conceptos de anulación que tengan por efecto declarar la nulidad del acto impugnado, y la obligación implícita de la autoridad jurisdiccional de verificar los puntos litigiosos para definir la nulidad que decretará, ya sea para efectos o lisa y llana. Entonces, para determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de anulación planteados por el actor en el juicio en materia administrativa, deben examinarse la demanda de nulidad y las consideraciones del acto impugnado, a efecto de clasificarlos temáticamente y distinguir los aspectos que rijan de manera fundamental el sentido del acto que se pretende nulificar; luego, deberá abordarse el estudio del concepto seleccionado que se dirija a combatir el fondo, ya que, de resultar fundado, producirá un mayor beneficio jurídico al actor, con lo cual se cumple el derecho de acceso efectivo a una justicia completa. Cabe señalar que ese pronunciamiento debe hacerse de forma explícita, para que no se genere incertidumbre a las partes y, en el análisis de la resolución por cuestiones de legalidad que, en su caso, se realice, el inconforme no quede indefenso para controvertir las razones otorgadas. (Registro digital: 2020398)


� ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal.  Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo.  La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir…”


� ARTÍCULO 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo


ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: I. Constar por escrito; II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación; III. Señalar la autoridad que lo emite; IV. Estar fundado y motivado; V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.
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